FUNDAMENTOS

I.-
La presente Ley tiene por objeto contribuir a asegurar el derecho de acceso a la Cultura, consagrado en los artículos 43, 44, 198 y concordantes de la Constitución Provincial, y reafirmado en los artículos 1º y 2º de la Ley Orgánica del Instituto Cultural, Nº 13.056.

Estoy convencida de que el Estado está obligado a sostener y a invertir la mayor cantidad de recursos posibles en el área cultural, tal como se dispone en el art. 2º recién citado, y que debe incentivarse la inversión privada en el área sin que ello implique delegar el manejo y diseño de la política cultural.


En ese sentido, el presente proyecto se articula sobre dos ejes fundamentales: la inversión pública en proyectos culturales y el incentivo a la inversión privada mediante la posibilidad de efectuar deducciones impositivas, que comunmente se lo conoce como legislación de mecenazgo, o legislación de patrocinio y mecenazgo.

II.- Incentivo a la participación privada.

En cuanto al estímulo a la inversión privada, la Provincia de Buenos Aires y la República Argentina se halla rezagada en la materia, que sí está regulada en varios países. Un ejemplo es la República Federativa de Brasil, que cuenta con una Ley Nacional y normas similares en varios estados provinciales e incluso en grandes ciudades. También cuentan con este tipo de legislación Alemania, España. Chile, Estados Unidos, Francia, Inglaterra, Italia, etc.


A nivel nacional, a principios del año 2002 fue vetada un estatuto de este tipo, conocida como “Ley Brandoni”, de acuerdo a varias críticas que recibió de los sectores implicados.


En el proyecto, eh diferenciado claramente los conceptos de patrocinio y el mecenazgo (donación). El acto de mecenazgo es la mayoría de las veces anónimo, se realiza sin sin esperar contraprestación –o sólo con el fin de obtener un reconocimiento social-, y, por el contrario, el patrocinio es una actividad realizada por empresas, que configura una comunicación de imagen y trata de valorizar la empresa, sus marcas o sus productos. En tal sentido, podemos afirmar que constituye una herramienta de comunicación empresaria.


La diferencia objetiva -dada por la ausencia de contraprestación en el caso del mecenazgo en contraposición a las prestaciones que debe realizar el patrocinado- y la subjetiva, esto es, los móviles que impulsan a los sujetos a efectuar estos actos –la propia satisfacción moral en el caso del mecenazgo y la propaganda, posicionamiento de una marca, etc., en el caso de patrocinio- justifican un tratamiento impositivo distinto a ambos institutos.


Por eso, en el Cap. II, art. 12 del proyecto, las deducciones permitidas a los donantes son mayores que las autorizadas a los patrocinantes.


Se podrán financiar con el sistema tanto proyectos culturales (esto es, un plan detallado para la ejecución de una obra de tal carácter) como las actividades de entidades culturales.


Al proyecto cultural no se lo define, a los efectos de otorgar a la autoridad de aplicación el marco de discreción adecuado para resolver los múltiples casos concretos que con seguridad se le presentarán en la aplicación de esta ley. Si se dan pautas orientativas, en cuanto a las disciplinas comprendidas (art. 4º) y la composición de los proyectos (art. 5º).


En cuanto a las actividades de entidades culturales, se establecen los requisitos que deberán cumplir tales personas (art. 9º) y se incluye organismos públicos (provinciales o municipales) en el sistema (art. 10 y 11). En el caso de entidades municipales o entidades civiles relacionadas (tales como “Asociaciones de Amigos del Museo”)  se condiciona la habilitación a que el Municipio respectivo haya adherido a la presente Ley y sancione ordenanzas similares. Esta disposición tiene por finalidad que los Municipios estimulen la cultura en su territorio. 


La posibilidad de que instituciones oficiales reciban donaciones o patrocinios constituye una herramienta de singular importancia para las personas que diariamente gestionan la cultura en la Provincia –funcionarios provinciales y Directores de Cultura Municipales-. De esta forma, podrán incentivar a las empresas y habitantes del lugar a que financien los espectáculos, enriqueciendo de este modo la oferta cultural de todo el territorio provincial.


Tanto los proyectos culturales como las entidades, para recibir aportes con los efectos de la ley, deberán estar aprobadas por la Comisión Provincial de Mecenazgo (arts. 1º, 2º y 20 incs. 1º y 2º). La disposición posee múltiples fundamentos. En primer lugar el principio de que el diseño y manejo de la política cultural debe permanecer en manos del estado. En segundo lugar no debe olvidarse que la Provincia, al permitir deducciones impositivas, indirectamente está afectando recursos propios a un determinado proyecto o entidad. Por último, afirmamos que ello no significa una limitación a las libertades individuales: si una persona quiere donar o patrocinar un determinado evento no aprobado por la Comisión, podrá hacerlo; lo que no podrá hacer, simplemente, es deducir parte de ese aporte del impuesto a los Ingresos Brutos. Su libertad individual permanece intacta.


Con la solución propuesta participan en la definición tanto el Estado como los particulares. El estado, al habilitar un determinado proyecto o entidad; el particular, al elegir que financia del “menú de opciones” del que dispone.


La “Ley Brandoni” definía a la “donación” como el aporte efectuado sin especificar el destinatario, y al patrocinio al aporte con tal designación. En definitiva, la “donación” era en realidad la entrega de bienes al Fondo Nacional de las Artes, quien en definitiva decidía el destino del dinero. Uno de los argumentos para el veto fue que con tal definición se trastocaba el antiguo concepto de donación contenido en el Código Civil.


En nuestra iniciativa, como dijimos, se diferencian los conceptos de acuerdo a la estructura del contrato. Y se logra la intervención del Estado –fin buscado con el proyecto nacional- mediante la selección previa de los proyectos o entidades.


La necesidad de calificación de las entidades culturales se funda en la necesidad de evitar fraudes fiscales, y que la legislación argentina permite crear este tipo de instituciones con relativa facilidad.

III.-
En cuanto a los montos de las deducciones, se establecen en los artículos 12 y 13, según se trate de una donación o patrocinio o sea una persona física o jurídica. Se estatuyen dos límites porcentuales: el primero, referido a la proporción a deducir del aporte efectivamente hecho (art. 12): tomando como ejemplo una donación efectuada por una persona física (inc. 1º), ésta podrá deducir el 70% de los fondos donados. A su vez, la suma de todas las deducciones que realice en el ejercicio fiscal, no podrá superar el 70% del impuesto debido. Por último, se deja librada a cada Ley Impositiva la imposición de límites absolutos (ya sea uno o por categorías de contribuyentes). Ello, a los efectos de que el instituto se vaya adecuando a la experiencia y a las necesidades provinciales.


A efectos de ejemplificar, tomemos el caso de mayor deducción posible (persona física que dona). Una persona que realice una donación de 10.000 pesos para un proyecto aprobado, podrá deducir 7.000 pesos del impuesto a los Ingresos Brutos. Si en el ejercicio fiscal le corresponde pagar 4.000 pesos de tal impuesto, en lugar de 7.000 podrá deducir sólo 2800 pesos. Ello, sin tener en consideración los límites absolutos que cada Ley Impositiva fije para cada categoría de contribuyente.


Tomado ahora desde el punto de vista de los ingresos, una persona física que tenga ingresos anuales por un millón de pesos podrá deducir como máximo 24.500 pesos en concepto de donación y 17.500 pesos en concepto de patrocinio; una persona jurídica con similares ingresos, estará habilitada a deducir 14.000 y 10.500 pesos respectivamente (si tomamos en todos los casos una alícuota del 3,5 %).


Sin embargo, los beneficios fiscales no serán aplicables cuando exista el benefactor y el beneficiario estén vinculados, o cuando la deducción beneficie a fiscos de otras jurisdicciones.

IV.-
En el Cap. III se crea la Comisión Provincial del Mecenazgo, encargada de aprobar los proyectos y calificar a las entidades, y con la importantísima misión de proponer qué proyectos serán financiados con fondos públicos.


La conformación del órgano intenta dar cabida a todos los sectores involucrados: tanto los posibles benefactores, como a los beneficiarios. Se destaca también la participación del Ministerio de Economía –atento a los intereses fiscales en juego- y de los representantes de las Regiones Culturales en que se divide la Provincia, para lograr que el sistema beneficie equitativamente a todas las localidades de la Provincia.


Se le otorga la facultad de que, en el momento de aprobar un proyecto o entidad, declare a la misma “De Especial Interés Cultural para la Provincia” (art. 23). Ello, si los tales iniciativas tienden a preservar el patrimonio cultural, por la importancia económica y socio cultural, o porque los mismo son de gran calidad artística pero con dificultades para conseguir financiamiento (incs. 2º y 3º del art. 27). La declaración tiene por efecto que quien patrocine estos eventos tendrá iguales beneficios fiscales que si hiciera una donación.


Por último, se otorga prioridad en el tratamiento a los proyectos que poseen un posible benefactor, con la finalidad de que los trámites no frustren la concreción de la obra.

V.-
El segundo eje del proyecto -y el más importante- es el financiamiento público de la cultura (Cap. IV).


En cumplimiento de las disposiciones constitucionales y legales citadas al principio de la presente fundamentación, se dispone un porcentaje de presupuesto mínimo para el Instituto Cultural y la creación de un Fondo con afectación específica.


Se estatuye, como compromiso de la Provincia, que el presupuesto anual del Instituto Cultural será de al menos el 3% del que se asigne a la Dirección General de Cultura y Educación. Creemos que, si bien no es el ideal, constituye un paso adelante en el atraso presupuestario que posee el Estado Provincial en el área. En tal sentido, nos parece más que adecuada y justificada la proporción entre la inversión en educación y la inversión en cultura. En la Ley de Presupuesto del corriente ejercicio se asignó al ente cultural alrededor del 0,35% del presupuesto total de la Provincia, circunstancia que nos convierte en una de las jurisdicciones que menos invierte en el área.


Ahora bien, debemos lograr que el incremento que se logre con la medida no se aplique a gastos corrientes o en personal, sino que se destina la mayor cantidad posible a la realización de proyectos culturales a lo largo y ancho de la Provincia de Buenos Aires. Por ello, y además de la actividad que el Instituto Cultural lleve adelante de acuerdo a su Ley Orgánica, se crea un Fondo destinado exclusivamente (art. 29) a la financiación de obras.


Creo que el  diseño es sumamente democrático y asegura la participación de vastos sectores, ya que las obras que se financien no será exclusiva elección del Instituto Cultural, sino que deberán optar entre aquellas que le proponga la Comisión Provincial del Mecenazgo (art. 20 inc. 4 y 26).


Cabe destacar que se dan las pautas para la elección de tales proyectos, en los arts. 27 y 28, cuidando la elección obras de todo el territorio provincial (art. 27 inc. 1), las destinadas a preservar el patrimonio (inc. 2), la importancia socioeconómica de la obra y su calidad y novedad artística (inc. 3)

VI.-
En el Capítulo V se establecen pautas mínimas referidas al procedimiento, el que deberá ser integrado por el Poder Ejecutivo, y en el Capítulo VI se establecen diferentes penalidades a los incumplimientos de la ley.


Del último Capítulo merecen destacarse algunas medidas. En el art. 38 se crea un Registro, a los efectos de llevar un cálculo cierto del costo fiscal del sistema.


En el art. 40 se equiparan a las donaciones o patrocinios los gastos en bienes del patrimonio cultural e histórico, los créditos otorgados en condiciones favorables y las donaciones al Instituto Cultural.


Se establece también, como es de rigor las leyes de incentivo a la participación privada en la cultural, un evento anual de reconocimiento a los “mecenas” o patrocinantes, a efectos de agregar un incentivo al sistema, que no es otro que el reconocimiento social por su obra.

Pienso que una Ley de mecenazgo, no es necessaria , es impresindible. Desde mi actividad como legisladora, ha sido la peocupacion permanente al quehacer cultura.

Y esto es así, desde mi convencimiento que la cultura hace a la identidad de un pueblo, de una comunida, y como tal es facotr determinante de si desarrollo armonico.

La cultura al ser elemento de identidad lo es tambien de permanencia social. De ahí  mi preocupacion permanente en esta problemática.

Al propiciar el mecenazgo, no sólo pienso en le logro de mayores recursos economicos genuinos para la promocion cultural, sino y ademas, en la promocion e intregracion de aquel  que, ya como persona individual ya como persona juridica, se comprometa mediante este instituto con la cultura de nuestra provicnia.

